
REPÚBLICA DE PANAMÁ

ónca¡¡o JUDtctAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA TERCERA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y LABORAL

Panamá, seis (6) de abrit de dos mil quince (201S).

VISTOS:

El licenciado Aurelio Alí García, actuando en su propio nombre y representación,

ha interpuesto demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción con la

finalidad que se declare nulo, por ilegal, el Resuelto N" 1g5 de g de julio de 200g,

emitido por la Directora General de la Autoridad Nacional de Aduanas, el acto

confirmatorio y para que se hagan otras declaraciones.

La demanda fue admitida por la Sala Tercera mediante Auto de veintitrés (23) de

octubre de 2009, en el que igualmente se ordenó correr traslado de la misma a la

Procuraduría de la Administración.

En la demanda se formula una petición dirigida a la sala Tercera para que ésta

declare la nulidad por ilegal de el Resuelto N" 185 de g de julio de 2009, emitido por

la Directora General de la Autoridad Nacional de Aduanas. En este acto

administrativo se resolvió lo siguiente:

ARTICULO PRIMERO: Se destituye delcargo a:

Jefe de Sección de Servicios
Administrativos, posición N" 0042, salario
mensual de Bl.2,2SO.0O, cédula de

AURELTO nli enncin



ARTIGULO SEGUNDO:

identidad personal N" B-390-38g. partida
N" 1.09.0.1.001.01.00.001

Por tratarse del uso de la facultad
discrecional de la Autoridad Nominadora,
de nombrar y remover libremente, contra
gste Resuelto, solamente puede
interponerse Recurso de Reconsideración
ante la Dirección General de ta Autoridad
Nacional de Aduanas, dentro de los cinco
(5) días hábiles siguientes a su notificación.

Para los efectos fiscales, este Resuelto
rige, a partir del 1' de julio de 2009.

PARÁGRAFO:

FUNDAMENTO DE DEREGHO: Artículo 186 de la Constitución política
de la República de panamá; Artículo 794
del Código Adminístrativo; Ley g de 20 de
l_unio de 1994; Ley N. 38 de 31 de julio de
2000"

Asimismo, se observa que la parte demandante solicita se ordene su reintegro a la

posición en las mismas condiciones con que se venía desempeñando antes de la

emisión del acto Administrativo atacado. De igual manera, solicita que se ordene el

pago de los salarios dejados de percibir desde el 1 de julio del 2009 hasta que se

haga efectivo su reintegro; las vacaciones resueltas antes de la emisión del acto

impugnado y las que se originen en el período comprendido entre el I de julio de

2009 hasta que se haga efectivo su reintegro; los décimos terceros meses que se

originen en el período comprendido entre el 1 de julio de 2009 hasta que se haga

efectivo su reintegro; y los incentivo que se den a los funcionarios de la Autoridad

Nacionalidad de Aduanas, conocidos como seltos, y que se hayan repartido entre el

1 de julio de 2009 hasta cuando se haga efectivo dicho reintegro; significando esto,

el restablecimiento de sus derechos subjetivos lesionados.

En cuanto a las normas que se estiman infringidas, sostiene la parte actora que el

acto impugnado ha vulnerado los artículos 22 y 156 del Decreto Ejecutivo N. 47 de

25 dejunio de 2009; el artículo 4 de la Ley N" 5g de 28 de diciembre de 2005, el

artículo 36 de la Ley N' 38 de 31 de julio de 2000, el artículo 19g del Código Judicial

y el artículo 46 de la Constitución Política de la República de panamá. sobre esta
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norma constituc¡onal, vale aclararle aldemandante que a la Sala Tercera le compete

el control de la legafidad de los actos administrativos, mas no el controt de la
constitucíonalidad, atribuido al Pleno de esta Corporación de Justicia; por tanto, el

Tribunal contencioso Administrativo no puede por razones de competencia material

conocer de la infracción de normas de jerarquía constitucional.

Las normas que se estiman transgredidas son delsiguiente tenor literal:

Artículo 22: No serán considerados como servidores púbricos
aduaneros adscritos a la carrera aduanera los sigui"nt", casos:a) El Director o Directora Generar de ra Auto"ridad, er subdirector oSubdirectora Genera.l récnico y el Subdirector ó Sundirectora GeneralLogístico' Los servidores aduaneros adscritos a la carrera Aduaneraque s.ean designados en dichos puestos, mantendrán su categoria áeadscritos a la carrera y una vez sean removidos der cargo deberán serreintegrados dentro de la estructu¡:a de la Autoridad Nacional deAduanas.
b) servidores público_s en período de prueba: aquellos que al entrar envigencia el presente Reglamento todaüía no n"n'cumplido el período deprueba, en cuyo caso podrán ingresar a la carrera aduanera á prrtiioll
mom-ento en que cumpra con dicho periodo de prueba 

"n formasatisfactoria.
c) servidores púbricos en funciones: aqueilos que ar entrar en vigenciael presente Reglamento ocupan un cargo en el servicio aduaneronacional, definido comc\ permanente p*o no están en propieáao,
debiendo someterse ar concurso respectivo y ser seleccionado.
d) servido'es púbricos eventuares: son aqueilos que cumpren funcionesen puestos aduaneros temporales.
Estos funcionarios serán considerados de libre nombramiento yremoción.

Artículo ls6: siempre que.ocurran hechos que puedan producir radestitución directa der servidor púbrico aduanero,'se re formuraráncargos por escrito. Es responsabilidad de la oficina de RecursosHumanos rearizar una ínvestigación sumaria que no durará m¿" oe riá)días hábiles, en ra que se re dará ar ,",-u¡Jo,- püori.o aduanero raoportunidad de defensa .y se^ le permitirá estar acompañado por unabogado de su ribre erección. coniruida ra inu"*iiga.ión, er informe seráenviado al Director General de ta Autorídad d"e Rduan", pur" qráresuelva dentro d.e. un pfazo de hasta (30) treinta días. H oócumenláque señale o certifique ra destitución debe'incruir ra causar de hecho yde d.erecho por ra cuar se ha procedido a ra destitución y ros ,.".rrroilegales que le asisten al..servidor público destituido. El incumplimiento
del procedimiento de destitución origin ará la nulidaá de lo actuado.
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Artículo 4: Los trabajadores afectados por ras enfermedades descritasen esta Ley, solo podrán 
.ser despedidos o destituidos de ,r* pr"itó,de trabajo por causa justificada y previa autorización judicial de losJuzgados seccionales de Trabájo o, tratánoósá de funcionariosadscritos a la carrera Administrativa, le corresponJera a la Junta deApelación y Conciliación de Carrera

Administrativa, invocando para ello alguna causa justa prevista en laLey, de acuerdo con ros procedimientoJcorresponái'entes.
Aquellos servidores púbricos que no se encuentren bajo ra protecciónde la carrera Administrativa, soticitarán ,, ,"intág. a través de la víaordinaria. Los servidores púbricos- incorporaJJr- 

" ros regímenesespecíales harán su solicitud de conformida'd 
"on 

l" legislación especialvigente.

Ley N' 38 de 31 de julio de 2000.

Artículo 35: NingÚn acto podrá emitirse o celebrarse con infracción deuna norma jurídica vigente, aunque éste provenga de la mismaautoridad que dicte o cerebre el ácto ,"rp"ótiuo. ñngrn" autoridadpodrá celebrar o emitir un acto para el cual tarezca de competencia deacuerdo con la ley o los reglamentos.

Códiqo Judicial.

Artículo r9g: son deberes en generar de ros magistrados y jueces:
1....
8. Hacer efectiva la igualdad de las partes en er proceso y obrar en éstecon legalidad y seguridad.

En cuanto a la supuesta vulneración del artículo 22 delDecreto Ejecutivo N" 47 de

2009, señala el demandante que su posición en la Autoridad Nacional de Aduanas

no correspondía a ninguna de las enunciadas en este artículo, el cual establece

cuáles funcionarios son considerados de fibre nombramiento y remoción. Indica

gue cumplía, de acuerdo al Manual de Clasificación de Cargos, con todos los

requerimientos exigidos para et cargo que ocupaba, ,,cumpriendo 
de esta forma

con el ingreso a la carrera del servicio aduanero según lo establecido en el

capítulo XVlll de las Disposiciones complementarias, Transitorias y Finales en su

Artículo Transitorio 1 der Decreto Ejecutiv o 47 de25 de junio de 2009,,. Respecto

a la violación del artículo 156 de la misma excerta legal, estima la parte actora que
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contrar¡o a lo establecido en la norma, no se produjo un proceso disciplinario que

brindara las garantías para una legítima defensa y no se estableció una causal

rlisciplinaria, dejándoro en estado de indefensión.

Por su parte, considera que también se ha infringido el artículo 4 de la Ley 5g de

2005, toda vez que siendo un paciente de hipertensión arterial, al acto

administrativo se emitió alejado del procedímiento establecido por la Ley 5g de

2005, para la destitución de un paciente de enfermedad crónica. Anota que la

facultad discrecional de la autoridad nominadora, se ve afectada en el presente

caso por una ley especial que protege a tas personas que tiene enfermedades

crónicas, y directamente les brinda estabilidad laboral.

En adición, el licenciado Alí García estima vulnerado el artículo 36 de la Ley 3g de

2000, pues indica que la decisión adoptada por la Autoridad Nacional de Aduanas

atenta contra la propia ley que crea la Autoridad Nacional de Aduanas, el Decreto

Ejecutivo que crea el seruicio de la carrera Aduanera y la Resolución que adopta

el Manual de clasificación de cargos; normas estas que consagran los principios y

procedimientos rectores de la Institución Estatal.

Finalmente, supone el demandante que el acto administrativo contenido en el

Resuelto N" 185 de g de iulio de 2009, "es sustantivamente ílegal y... que desde el

punto de vista adjetivo la AUTORIDAD NACTONAL DE ADUANAS, como ente

superior del Estado al actuar de esa forma antijurídica y desigual,, vulneró el

artículo 199 del Código Judicial.

Mediante Nota N" 904-01-681-oAL de27 de octubre de 2009, la Directora General

de la Autoridad Nacional de Aduanas, presentó informe explicativo de conducta en

los siguientes términos:

EI Licenciado Aurerio Alí García fue nombrado en el Ministerio de
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Economía y Finanzas por er Decreto de personal N" 69 de 1 de junio de
?.006 y luego trasladado a la Dlrección General de Aduanas, segúnNota N' 7u-at1s57.DGA de 6 de septiembre oá zooz pará forñrarparte del equipo de trabajo de la administración anterior, formalizándose
a través del MEMO.RANo (sic) identificado como el DAyF-olRH_No
2015 de 10 de septiembre de 2oor, ingresando a la Rutorioao por unmelg traslado y no por concurso que acredite su estatus como ,i"g", yel día 13 de julio de 2009 fue notificado del resuelto, atacado pór'"1
Recurso de Reconsideración y negado por nuestra Administración.

En conclusión, el señor Aurelio Alí no cuenta con el certificado deservidor Público de carrera Administrativa o del servicio nouanerá, por
lo que no goza de sus beneficios ni de la estabilidad, tal como lo señalael artículo 136 de la Ley_g de 20 de junio de 1dg¿, por lo q*;;potestativo del órgano Ejecutivo el nombramiento y remoción delfuncionario citado, esto es una facultad discrecionar de ra Autoridad
Nominadora, en este caso de la Directora General de esta Autoridad, elnombrar y remover libremente al personal subalterno que no hayaingresado a la carrera Administraiiva o la carrera Aduanera. Alconstituirse la Dirección General de Aduanas en Autoridad Nacional deAduanas, el señor Aurerio Alí queda bajo dicha poteiiáo discrecional.

Por su parte, la Procuraduría de la Administración contestó la demanda mediante.

Vista No 342 de 7 de abril de 2010, y solicita se declare que no es ilegal el Resuelto

N' 185 de g de julio de 2009, emitido por la Directora General de la Autoridad

Nacional de Aduanas ni su acto confirmatorio, y que en consecuencia se

desestimen las pretensiones de la demandante. En lo medular, en dicho documento

la Procuraduría de la Admínistración indicó que el acto administrativo impugnado se

ajustó a lo establecido en el numeral 15 del artículo 31 del decreto ley 1 de 13 de

febrero de 2008, el cualfaculta a la autoridad nominadora para ordenar la destitución

cieldemandante.

lndica que la parte actora no ha comprobado que está amparado bajo la ley de

carrera del servicio aduanero o que está acreditado como servidor público de carrera

administrativa' De igual manera, señala la Procuraduría que el demandante no ha

acreditado en debida forma que padezca una condición de salud de aquellas que se

encuentran amparadas bajo la ley 59 de 28 de diciembre de 200s (hipertensión
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arterial), ya que sólo ha presentado un certificado médico simple, a pesar de que la

norma dispone que la persona que padece de una enfermedad crónica, involuntaria

yla degenerativa debe presentar una certificación expedida por una comisión

interdisciplinaria nombrada para tal fin.

pEgtstÓN pE LA SALA.

Verificados los trámites establecidos por Ley, ta Sala Tercera de lo Contencioso

Administrativo procede a resolver ra presente controversia.

observa esta Superioridad, que el acto impugnado resuelve destituir al

licenciado Aurelio Alí García, del cargo como Jefe de Sección de Servicios

Administrativos en la Autoridad Nacional de Aduanas.

De la lectura del expediente administrativo y de las pruebas aportadas, quienes

suscriben alcanzan las siguientes consideraciones:

Primeramente, corresponde entrar a determinar el ordenamiento jurídico que

alcanza el tema de la Carrera del Servicio Aduanero. Así, debemos señalar que

nuestra Carta Magna hace referencia en su Título Xl, Capítulo 3 ',Organización de

la Administración de Person?I", á las carreras en la función pública e indica que las

mismas se establecen conforme a los principios del sistema de méritos. Al

respecto, consideramos adecuado transcribir lo estipulado en el artículo 305 de

nuestra Constitución Política:

Artículo 305; Se instituyen las siguientes carreras en la función
pública, conforme a los principios del slstema de méritos:1. La Carrera Admihistrativa
2. La Carrera Judiciai
3.
4.
5.
6.
7.
8.
9. Las otras que la Ley determine.
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La Ley regulará la estructura y organización de estas carreras de
conformidad con las necesidades de la Administración.

Por su parte, tenemos que mediante el Decreto Ley N' 1 de 13 de febrero de

2008, se crea la Autoridad Nacional de Aduanas y se dictan disposiciones

concernientes al régimen aduanero; y específicamente en su Título XIV ,,Recursos

Humanos" se crea la Carrera del Servicio Aduanero; misma que ha sido

reglamentada mediante el Decreto Ejecutivo N. 47 de 2s de junio de 200g.

Observa este Tribunal Colegiado, que los argumentos de la parte actora se

cimientan en aseverar que se ha producido la violación del procedimiento

establecido para la destitución de funcionarios de la Autoridad Nacional de

Aduanas, aunado al hecho de que es un funcionario que padece una enfermedad

crónica de aquéllas protegidas por la Ley 59 de 2005. Afirma el demandante que

"la actuación de la Administración es contraria a las normas que la regulan...,,.

En el libelo de demanda se observa que la parte actora alega una vulneración del

artículo 22 del Decreto Ejecutivo N" 47 de 2009, ya que no era funcionario de libre

nombramiento y remoción de aquellos enumerados en dicha norma, sino que era

un funcionario en propiedad, que formaba parte de la Carrera del Servicio

Aduanero y cumplía con los requisitos para el cargo según el Manual de

Clasificación de cargos. Al respecto, observa la Sala que el propio artículo 22

señala como servidores públicos en funciones a aquellos que ocupan un cargo en

el servicio aduanero nacional, definido como permanente, pero que no están en

propiedad, debiendo someterse al concurso respectivo y ser seleccionado. De lo

anterior se colige que para ocupar un cargo en propiedad, es necesario someterse

a concurso para tal cargo y haber sido seleccionado. Sobre el tema debemos

señalar que el artículo 10 de la misma excerta legal establece ciertamente que

para ingresar a la carrera. aduanera es requisito primordial el reclutamiento, según

el procedimiento de selección mediante concurso.
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De ello, reparamos en que la posición del señor Alí García como servidor público

se enmarca dentro de este tipo de funcionarios (servidores públicos en funciones),

toda vez que si bien servía de manera permanente en un cargo en el Servicio

Aduanero Nacional, no estaba en propiedad, pues no hay evidencia en el

expediente que el señor Alí García haya participado en concurso alguno para la

posición que ocupaba ni consta documento que certifique su selección para el

cargo de Jefe de Sección de Servicios Administrativos. Tampoco existe

constancia en el expediente administrativo de alguna documentación emitida por

el órgano administrador, donde se de fe de que el funcionario cumplía con los

requisitos exigidos en el reglamento de carrera del servicio aduanero; esto en

atención a lo establecido en el artículo g literal b) del Decreto Ejecutivo N" 47 de

2009.

En concordancia, vale advertir que el artículo 156 del Decreto Ley 1 de 13 de

febrero de 2008 procuraba la opción, a los funcionarios que gozaban de los

beneficios de la Carrera Administrativa, de elegir si se acogían a la Carrera del

Servicio Aduanero o se mantenían en aquélla. No obstante, la parte demandante

tampoco ha demostrado su acreditación a la carrera administrativa. Es más, se

aprecia a foja 52 del expediente judicial una certificación por parte de la Directora

General de la Dirección General de Carrera Administrativa donde se indica que el

señor Aurelio Alí García no está acreditado como Servidor público de Carrera

Administrativa.

Todo lo anterior, nos lleva a la conclusión que el señor Alí García no debe ser

considerado como servídor público aduanero adscrito a la carrera aduanera, dado

que es un servidor público en funciones; y por tanto, según el artículo 22 del

Decreto Ejecutivo N" 47 de 2009, debe ser considerado funcionario de libre

nombramiento y remoción.

En consecuencia, podemos afirmar que al licenciado Aurelio Alí García, como

funcionario de libre nombramiento y remoción, le era aplicable lo establecido en la
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parte final del articulo 155 del Decreto Ejecutivo N" 47 de 200g, que a la letra

dice:

Artículo 155: Procede la destitución cuando se ha hecho uso progresivo
de las sanciones establecidas en el régimen disciplinarío o 

"de 
los

recursos de orie¡tación, capacitación o del Programa de Recuperación
del Empleado (PRE), o en atención a la graveáad de la falta en cuyo
caso no se aplicará,el uso p,rogresivo de sanciones. También procede ladel

io de stn nt
procedimientos antes mencionados. qto subrayaoo es nuestro)

Es decir, que contrario a lo alegado por la parte actora, no era necesaria la

aplicación de un proceso disciplinario conforme a lo establecido en el artículo 1b6

de la misma excerta legal, sino que su destitución por parte de la Autoridad

Nacional de Aduanas procedía sin procedimiento alguno. En razón de lo antes

expuesto, estima este Tribunal que no se ha producido fa invocada vulneración del

artículo 156 del Decreto Ejecutivo N" 47 de 2009 y del artículo 36 de la Ley 3g de

2000.

En otro punto, estima el demandante que se ha vulnerado el artículo 1gg del

Código Judicial que enumera los deberes en general de los Magistrados y Jueces,

ya que la Autoridad Nacional de Aduanas actuó de manera antijurídica y desigual.

Debemos indicarle que la norma hace referencia a los deberes de los

administradores de justicia cuando sus actuaciones son de carácter jurisdiccional,

y el caso bajo estudio, por tratarse de una destitución, se enmarca como una

actuación de carácter administrativo llevada a cabo por la Directora General de la

Autoridad Nacional de Aduanas, atendiendo a su facultad discrecional como

autoridad nominadora, de conformidad con lo establecido en el numeral 15 del

artículo 31 del Decreto Ley N' 1 de 2008, por lo tanto la norma no es aplicable.

Finalmente, opina el demandante que se ha infringido el artículo 4 de la Ley N" 5g

de 28 de diciembre de 2005 que se refiere a las formalidades para la destitución

de personas que padecen enfermedades crónicas, involutivas y/o degenerativas,

ya que es un paciente que padece de hipertensión arterial.
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Al respecto, la Sala estima que el demandante se encuentra amparado por la Ley

59 de 28 de diciembre de 2005 "Que adopta normas de protección laboral para las

personas con enfermedades crónicas, involutivas ylo degenerativas que

produzcan discapacidad raboral" (G.o. # 2s,4sr de 4 de enero de 2006), a pesar

de no haber acreditado ante la entidad demandada la condición de paciente con

enfermedad crónica, a través del certificado previsto en el artículo 5 de dicha Ley,

reformado por el artículo 11 de la Ley 4 de 25de febrero de 2010 ,,eue reforma la

Ley 12 de 1998, que desarrolla la Carrera del Servicio Legislativo y dicta otras

disposiciones" (G,O -# 26477-C de 25 de febrero de 2010), el cual debe ser

expedido por una comisión interdisciplinaria para tal fin, sino a través de la

certificaciÓn emitida el 21 de mayo de 2009 (f.6) en la que el doctor Víctor

Valderrama, cardiólogo y médico internista, legitima qqe el señor Aurelio Alí es

paciente hipertenso. Dicha disposición es del tenor siguiente:

"Artículo 5, La certificación de la condicién física o mental de laspersonas que padezcan enfermedades crónicas, involutivas y/o
degenerativas que produzcan discapacidad laboral será 

"*páo¡0"por una comisión interdíscíplinada nombrada para talfin.

Lo anterior es así, ya que el incumplimiento de la presentación de la certificación

expedida por la Comisión lnterdisciplinaria que refrende la condición física o

mental de las personas que padezcan enfermedades crónicas, involutivas y/o

degenerativas que produzcan discapacidad laboral, no le es atribuible al

demandante, pues es ta consecuencia de la inactividad de la administración al no

nombrar a ta Comisión lnterdisciplinaria que debe expedir dicha certificación.

Con respecto al tema de la inactividad de la administración el autor pablo Esteban

Perrino, expuso lo siguiente:

pe modo tal que para que medie inactividad administrativa deben reunirse
las siguientes tres condiciones:
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a. La existencia de una obligación de obrar normativamente impuesta.
Es preciso que la omitida sea una obligación, un deber concreto, y no un
deber que opere en forma genérica o difusa.
Si bien corresponde al legislador y a la propia Administración dictar las
normas que fijen las pautas o criterios a los que ella debe someterse y
cuyo quebrantamiento generará su deber de responder, ello no siempre
es así.
La ausencia de regulaciones específicas y concretas que fijen la forma en
que la Administración deberá llevar a cabo su quehacer como también los
niveles mínimos del servicio, ocasiona un delicado problema para los
jueces al momento de evaluar si el comportamiento administrativo fue
regulador o irregular y, por ende, configuró una falta de servicio.
En tales casos, la Administración responderá cuando transgreda o no
alcance los estándares medios y comparativos de actuación que deberán
ser fijados por los tribunales, lo cuaf trae aparejado un serio riesgo, pues
si se fijan ficticiamente los niveles de normalidad de los servicios por
encima de lo que acontece en la realidad se producirá la admisión
generalizada de la responsabilidad estatal, y si, por el contrario, el
parámetro se determina muy por debajo del rendimiento real, la
responsabilidad pasará a ser algo excepcional.
Por tal motivo, para la determinación de estos estándares de rendimiento
medio del servicio deben ponderarse factores que varían en cada época
según el grado de sensibilidad social y de desarrollo efectivo de ios
servicios públicos.
Es evidente, entonces, que no exíste una pauta füa y única aplicable en
todos los tiempos y lugares.
b. El incumplimiento de la actividad debida por la autoridad
administrativa, lo cual puede deberse a la total pasividad de la
Administración (omisión absoluta), como al carácter deficiente o
insuficiente del obrar administrativo (omisión relativa).
c. Que la actividad que la Administración omitió desarrollar era
materialmente posible, pues como dice Nieto: "el derecho se detiene ante
las puertas de lo imposible". Para que nazca el deber de responder es
preciso que la Administración haya podido evitar la producción del daño
mediante el ejercicio de sus funciones de poricía. Es preciso, en suma,

sujetoque surja la posibilidad de prever y evitar el perjuicio que otro
causa."
(

Por su parte, el jurista Fabián o. canda, en la obra ,,cuestiones 
de

Responsabilídad del Estado y del Funcionario Público" (Ediciones Rap, Argentina,

2008, p.147),expone lo siguiente:

"Así existirá responsabilidad estatal por omisión cuando el Estado, en
ejercicio en ejercicio de las funciones que le son propias, omita

' antijurídicamente la realización de actos o hechos que, de haberse
llevado a cabo, hubieren resultado razonablemente idóneos para evitar el
daño en definitiva sucedido."

En atención a lo anterior, la Sala reitera que la falta de presentación la certificación
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expedida por la Comisión Interdisciplinaria que refrende la condición física o

mental de las personas que padezcan enfermedades crónicas, involutivas y/o

degenerativas que produzcan discapacidad laboral, no le es atribuible al

demandante, toda vez que er Estado no ha nombrado a ra comisión

Interdisciplinaria que debe expedir dicha certificación.

Dentro de la litis planteada, esta Superioridad considera que se configuró lo que la

doctrina considera buena f", d"rd" que la parte actora tenÍa la legítima confianza

que se encontraba amparado por un régimen especial de estabilidad para el

trabajador discapacitado y que soro podía ser despedido mediante ra

comprobación de una causa legal que amerite su remoción.

El tratadista español Jesús González Pérez al referirse a la importancia del

Principio General de la Buena Fe en el Derecho Adminístrativo, expresa lo

elr caso sq persiga: Y que no le va ser exigido én et lugar, en él mni en la forma más inadecuados, en atención a sus circunstancias
personales u socialgs, y a las propías necesidades públicas. confianza,
legítima confianza de que no se re va a imponer una prestación cuando
solo superando dificurtades extraordinarias podrá ser cumprida. Ni en un

q lerslversar sus obligaciones...', (El pRlNClplO
GENERAL DE LA BUENA FE EÑ EL DERECHO AD]\¡INISTRATIVO,
Editorial Civitas, Cuarta Edición, Madrid, 2004, pág. 116)

La Sala Tercera ha recogido el principio de buena fe, en incontables sentencias.

siendo una de ellas, la sentencia de 16 de diciembre de 2010, en ra que se

expuso lo siguiente:

, "En este punto, la Sala debe referirse a uno de los principios que rigen las
actuaciones administrativas: el principio de buena fe.En ese sentido, el mismo es uno de los criterios rectores de lasactuaciones administrativas, toda vez que ras acciones entre rosparticulares y la Administración deben désarrollarse con 

"p"go 
a los
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principios de objetividad y buena fe.
La noción de la buena fe como patrón orientador de la conducta de la
Administración y los particulares ha recibido y recibe un categórico
reconocimiento en la jurisprudencia sentada por ésta Sala, la cual ha
reclamado su aplicación al momento de valorar la validez legal de las
actuaciones adm in istrativas.
El respeto a éstos valores que deben orientar en todo momento la
conducta de las autoridades administrativas, obligan a que éstas ciñan su
proceder a la rigurosa observancia de los imperativos de confianza,
probidad, decoro y credibilidad, de suerte que los particulares puedan
cifrar su confianza en que la Administración no va a defraudarles en su
detrimento ora mediante la alteración súbita de las condiciones en que se
ha desarrollado la relación, ora dictando decisiones que infrinjan sus
propios actos precedentes. (Sentencia de 19 de enero de 2009)
El principio de la buena fe que representa elfundamento de las relaciones
jurídicas en todos los ámbitos, comprende también la protección de la
confianza legítima y el respeto por el acto propio."

La Sala considera necesario señalar que, dentro del marco de la legalidad, el acto

irnpugnado ha sido emitido sin tomar en cuenta la regulación que en materia de

igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad ha adoptado el

Estado Panameño y que obligan a las diferentes instituciones a considerar las

mismas, al momento de tomar medidas como las que han sido aplicadas en este

caso.

El artículo 1 de la Ley N" 42de27 de agosto de 1999, (G.o.# 29876 de 31 de

agosto de 1999), "Por la cual se establece la equiparación de oportunidades para

las personas con discapacidad", en concordancia con el artículo 1 Ley 59 de 28 de

diciembre de 2005 "Que adopta normas de protección laboral para las personas

con enfermedades crónicas, involutivas ylo degenerativas que produzcan

discapacidad laboral", pertenecen al grupo de disposiciones que establecen de

forma precisa la política de Estado de garantizar la igualdad de oportunidades

para las personas con discapacidad en el ámbito de salud, educación, trabajo,

vida familiar, recreación, deportes, cultura, entre otros, obligando al mismo y a la

sociedad a ajustarse a los derechos, necesidades y aspiraciones de las personas

con discapacidad.

En este sentido, es necesario destacar que el numeral 4 del artículo 3 de la Ley 42
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de 27 de agosto de 1999, define discapacidad en los siguientes términos:

"Artículo 3. Para los efeclos de la presente Ley, en los siguientes términos
se definen así:
1.

4. Discapacidad. Alteración funcional, permanente o temporal, total o
parcial, física, sensorial o mental, que limita la capacidad de realizar una
actividad en la forma o dentro del margen que se considera normal en el ser
humano."

De esta definición anterior, se colige claramente que las personas que sufren

enfermedades clónicas, involutivas y/o degenerativas son personas que padecen

de discapacidad.

Porotro lado, el artículo B de la Ley No 42de 1999, crea para las instituciones del

Estado la responsabilidad de garantizar dentro de sus competencias "...e| pleno

goce de los derechos a las personas con discapacidad ...". Este artículo es

concordante con el artículo 17 de la Constitución Nacional que establece la

obligación que tienen las autoridades de la República de proteger la vida, honra y

bienes de las personas; de asegurar la efectividad de los denechos y deberes

individuales y sociales y cumplir y hacer cumplir la Constitución y les leyes.

En virtud de lo antes expuesto, la Sala considera que es deber de las autoridades

de la República y de quienes ejercemos el control de su actividad, asegurar la

efectividad de los derechos individuales y sociales. Por lo tanto, a juicio de la Sala,

al señalar el último párrafo del artículo 5 de la Ley 59 de 28 de diciembre de 2005,

reformado por el artículo 1 1 de la Ley 4 de 25 de febrero de 2010, que mientras la

comisión interdisciplinaria, no expedida la certificación de la que trata este artículo

no es obligación de la institución pública reconocer la protección que brinda esta

Ley, incumple con este deber consagrado tanto en la tey como en la Constitución.

En este sentido, en fallo dictado por la Sala Tercera, fechado el día 10 de junio de

2005, se manifestó lo de lugar:

tt...

Esta Safa ya ha interpretado el contenido de esta disposición legal,
reconociéndola como "un régimen especial de estabilidad para el
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trabajador discapacitado, de forma tal que proteja no sóro al
funcionario que ingresa al cargo con algún grado de discapacidad, sino
también a aquel que sufre por enfermedad o accidente, argún
menoscabo de sus facultades que lo coloca en situación de
discapacidad. En ambos casos, y como en cualquier otro régimen de
estabilidad establecido por Ley, el trabajador así protegido sólo puede
ser despedido mediante la comprobación de una causa legal que
amerite su remoción".

Con respecto a este tema de la obligación del Estado de asegurar la efectividad de

los derechos y deberes individuales y sociales, el Pleno de la Corte Suprema en

fallo de 11 de octubre indicó lo siguiente:

"El Pleno es del criterio que, como bien se señala en los Considerando del
Decreto Ejecutivo No 88 de 12 de noviembre de 2OO2, "Por medio del cual
se reglamenta la Ley No 42 de 27 de agosto de 1g9g, por la cual se
establece la Equiparación de oportunidades para las personas con
"discapacidadff, para que esa efectiva equiparación de oportunidades
ocurra "...todos los sistemas del Estado y la sociedad deben ajustarse a
los derechos, necesidades y aspiraciones de ras personas con
discapacidad".
Ello crea para las instituciones del Estado la responsabilidad de garantizar
dentro de sus competencias "...e1 pleno goce de los derechos a las
personas con discapacidad ...", como lo indica el artículo g de la Ley No
42 de 1999, lo cual es consecuente con el contenido del artículo 17 de la
Constitución Nacional que establece la obligación que tienen las
autoridades de la República de proteger la vida, honra y bienes de las
personas; de asegurar los derechos y deberes individuales y sociales y
cumplir y hacer curnplir la Constitución y les feyes.
Es cierto que existe un principio procesal, conforme al cual las partes en
un proceso tienen la carga de probar los hechos que sustentan sus
pretensiones y excepciones, según sea el caso. Ello, a pesar de que el
artículo 17 de la constitución Nacional dispone el deber de las
autoridades de asegurar la efectividad de los derechos individuales y
sociales. Sin embargo, tratándose de un caso de discapacidad, si bien lá
Parte Que la aleqa debe procurar acreditar tal extremo. la ausencia de
actividad probatoria por parte de dicha persona no releva a la autoridad
del deber especial de tutelar a las personas que padezcan una
discapacidad. .lo que se traduce en la oblioación de la autoridad de

io. las o exista un
de la discapacidad.
La corte es del criterio que en el presente caso, recaía sobre el órgano
Ejecutivo, por conducto del Director del Ministerio de Obras Públical, la
carga de ordenar lo conducente a fin de determinar si el amparista era o
no discapacitado, antes de proceder a confirmar su destitución, tomando
en cuenta que el mismo advirtió a la autoridad nominadora que padece
una discapacidad a causa de un accidente laboral:y que en su expediente
de personal reposan múltiples certificados de incapacidad que eüdencian
el haber sufrido una lesión a causa de accidente laboral (Cfr. fojas 1 3 a 25
de los antecedentes).
Esa es la manera como en este caso se debía cumplir con la exigencia
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prevista en el primer párrafo del artículo 17 de la Constitución, consistente
en el deber que tienen las autoridades de la República de asegurar la
efectividad de los derechos individuales y sociales.
En ese sentido, la respuesta de la caja de seguro social comunícada a
esta superioridad mediante la Nota DENSYPS-ST-1751-2010 de 30 de
julio de 2010, en la que responde que el Señor ALFONSO MONTOYA
padece de una condición que lo ubica dentro de la categoría de personas
amparadas por la Ley 42 de 1999 y que padecía de la misma para el 5 de
agosto de 2009, deja claro que la potestad discrecional de la autoridad
nominadora para remover de su cargo a los servidores públicos (sin que
medie causa disciplinaria alguna), no era aplicable en el caso del
amparista, pues dicho funcionario se encontraba amparado por el régimen
especial de estabilidad, contenido en el artículo 43 de la Ley 42 de 1ggg,
por su condición de discapacitado
Debe tenerse presente que la protección legal que se establece en el
artículo 43 de la Ley No 42 de 27 de agosto de 1ggg, responde al
"principio de no discriminación" consagrado en el artículo 1g de ia Norma
Fundamental, que preceptúa que "...no habrá fueros o privilegios ni
discriminación por razón de raza, nacimiento, discapacidad, clase social,
sexo, religión o ideas políticas". (subraya la corte). Esta norma, si bien
protege prima facie el derecho subjetivo de toda persona a recibir la
misma protección y trato de parte de las autoridades y crea para el Estado
el deber de no tratar de manera diferente a unas personas en relación con
el trato que se brinda a otras en iguales circunstancias, refiere también
una serie de factores que el constituyente consideró capaces de generar
tratos desiguales, a saber: (a) la raza, (b) el sexo, (c)la discapacidad, (d)
la clase social, (e) la religión y (f) las ideas políticas.
se entiende entonces que, frente a cada uno de esos factores, surgen
categorías de personas que, en una determinada situación, quedan en
posiciones de ventaja o desventaja frente a otras. Esto es lo que se
conoce como categorías sospechosas, sobre las que existe un mayor
riesgo de que se produzcan tratos discriminatorios o desiguales
motivados por circunstancias sociales, históricas y/o culturales.
Es por ello que la protección especial a favor de los discapacitados se
ubica dentro de lo que doctrinalmente se conoce como garantías
legislativas diferenciadas, que son aquellas que se establecen "...a favor
de los más débiles (favor debilis)..." g y son una modalidad de las
denominadas acciones positivas moderadas que buscan, mediante la
diferenciación de trato, reducir o eliminar las desiqualdades existentes
entre distintos grupos o géneros de la sociedad. H
De allí que, ante la inexistencia de otra causa legal que justifique la
destitución del señor ALFONSO MONTOYA PINILLO del cargo de
Promotor comunal del Ministerio de obras Públicas, este Tribunal de
Amparo es del criterio que la autoridad demandada, al desconocerle al
amparista ALFONSO MONTOYA la diferenciación de trato establecida por
el artículo 43 de la Ley 42 de 1999 -por su condición de discapacitado-
afectó sus derechos fundamentales a la igualdad y al trabajo, con Ia
consecuente afectación de su dignidad humana, causada por la privación
de su fuente de empleo y la imposibilidad de sufragar sus necesidades
básicas y las de su familia."

De igual forma, la Sala considera que el acto impugnado también vulnera el

artículo 27 de la Ley 25 de 10 de julio de 2007 "Por la cual se aprueba la



18

Convención sobre los Derechos de las personas con discapacidad, adoptados en

Nueva York por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 de diciembre

de 2006", que obliga al Estado Panameño a mantener una conducta enmarcada

en el reconocimiento de esos derechos y principios consagrados en esa

Convención a favor de las'personas con discapacidad.

En virtud de lo antes expuesto, la Sala estima que le es dable acceder a la

pr:etensión de declarar ilegal el acto impugnado y ordenar el respectivo reintegro

del demandante; sin embargo, el pago de salarios caídos debe ser negado por

cuanto no es posible reconocer este derecho, en vista de que el demandante no

se encontraba amparado por la Carrera Administrativa o Aduanera, siendo esta la

única condición en la que es posible reconocer la exención reclamada al respecto.

Por consiguiente, la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo, de la Corte

Suprema de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por

autoridad de la Ley DECLARA QUE ES NULO, POR ILEGAL, el acto

administrativo contenido en el Resuelto N" 185 de 9 de julio de 2009, emitido por la

Directora General de la Autoridad Nacional de Aduanas. Asimismo, ORDENA

EL REINTEGRO del señor Aurelio Alí al puesto que ocupaba en la Autoridad

Nacional de Aduanas al momento de su destitución o a otro de igual jerarquía y

remuneración.

Notifíquese,

MAGISTRADO

CO\ S'\L\,\IIT\ I'O DE

ü'r* ¿Qz"u'r'"e
VÍCTOR L. BENAVIDES P.

MAGISTRADO

STO ZAMORANO
ISTRADO

ARIA
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EXP. 674-09 MGDO. VICTOR BENAVIDES

SALVAMENTO DE VOTO DEL

MGDO. LUIS RAMÓN rÁENCOA S.

DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA DE PLENAJURISDICCTÓN, INTERPUESTA.POR rf fCóO. AURELIO NU GARCÍA,PARA QUE SE DECLARE NULO, POR IT-ECEI, EL RESUELTO NO.I85DE 9 DE JULIO DE 2009, DICTADb POR LÁ;UTORIDAD NACIONAL DEADUANAS.

Con el respeto y consideración acostumbrado, planteo tos

argumentos que me motivan a salvar mi voto.

En ese sentido, debo manifestar que soy der criterio que para que

opere la protección especial del funcionario que padece de enfermedades

degenerativas, invorutivas o crónicas, er mismo debe haber puesto en

conocimiento de ra autoridad demandada er padecimiento de dicha

enfermedad y que fa misma cause discapacidad raborar.

Podemos observar que los certificados médicos visibles a fojas 6 y 7,

certifican que el señor Aurelio Af¡ García es, paciente hipertenso en

tratamiento y mantiene buen contror de su presión arteriar, por ende no se

cumple con er requisito de acreditar discapacidad raborar.

Al respecto me permito citar un extracto del fallo de 11 de marzo de
2014, bajo la ponencia de este Despacho:

En vista que ra qutoridod demandada ar momento de emitir,! *r! impugnado desconocía qae el demandante piaec, AePsoriasis y DiabetesMettit^ Tipo 2, y toda ;;;;;, no seacreditó que ros mismas produien diicapacidai iborat; asícomo el hecho de que en el presente proceso no se acreditó elingreso del señor pedro Escobar Dé Gracia, ur ,Jgi.en decarcera Administrativa, esta sara considera que no se puedesometer a revisión de ilegalidad ros artícuros r s4, rs5 y 15gdel Texto único de ra Ley-g de 2ode junio de r994,el artícuro141 del Texro único de la Ley 9 dé lgg+, r.for_uJo por la
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Ley 43 de 2009 y el artículo 4 de la Ley 59 de 28 de diciembre
de 2005, y en consecuencia se procederá a declarar que no es

ilegal la resolución impugnada.".

Son por las razones aquí explicadas, que respetuosamente SALVO

EL VOTO.

Fecha ut supra.


